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6° Simposio Sobre Legislación Tributaria Argentina

Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 10 al 12 de agosto de 2004

Comisión N° 2: “Las prestaciones financieras en el marco de los impuestos sobre los consumos”.

DR. FABIÁN D. COLMEYRO
TRATAMIENTO TRIBUTARIO DE LOS INTERESES EN EL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO.

1. Consideraciones preliminares.

A través de una reciente jurisprudencia que ha declarado inconstitucional el artículo 10 del decreto reglamentario (1) al gravar con el impuesto los intereses generadas por operaciones exentas y no gravadas, he decidido profundizar el análisis respecto de los intereses y su tratamiento en el  I.V.A.. A tal efecto he examinado la situación que regía con anterioridad  al dictado del decreto 879/92, el que fuese ratificado por ley 24.447 y su reglamentación, decreto 2633/92 y su situación actual encontrándose 3 períodos perfectamente identificables:

1. Período vigente entre el 01 de Diciembre de 1.990 al 30 de Abril de 1.992

2. Período vigente entre el 01 de Mayo de 1.992 al 30 de junio de 1.992.

3. Período vigente a partir del 01 de Julio de 1.992 .

Es por ello que vamos a abordar brevemente cada uno de los mencionados períodos para luego profundizar la situación actual vigente a partir del 01 de Julio de 1.992

1.1
Período vigente entre el 01 de Diciembre de 1.990 al 30 de Abril de 1.992.

El tratamiento de los intereses en la ley se encontraba gravado por aplicación del artículo 3 inciso e) punto 20, hoy  21, incorporado por la ley 23.871 (2), si bien no estaban taxativamente mencionados, se los incluía en el concepto de las restantes locaciones y prestaciones a título oneroso. Durante el presente período se encontraban exentas las actividades efectuadas por las entidades financieras relativas al ámbito jurídico de los sujetos comprendidos en la ley de entidades financieras, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 6 inciso j. punto 17, de la ley de I.V.A., no así el resto de las actividades financieras, dado que a través de diferentes decretos, se fue postergando la entrada en vigencia hasta la sanción de la ley 24.073 (3). La referida exención establecía que “las colocaciones y prestaciones financieras relativas al ámbito jurídico de los sujetos comprendidos en la ley 21.526, no altera el tratamiento aplicable a las operaciones que generan los ingresos que forman parte del valor de la operación atribuible a los hechos imponibles establecidos por la ley”, otorgando una suerte de inmunidad exentiva en función del sujeto, por aquellas instituciones regidas por la ley 21.526 asimilable a asociaciones civiles o fundaciones. 

Asimismo, cabe señalarse además que el actual artículo 7 de la ley del I.V.A. (4), mantiene vigente su último párrafo, al establecer que las exenciones del referido artículo “no serán procedentes cuando el sujeto responsable por la venta o la locación, realice actividades en forma conjunta o complementaria con locaciones de servicios gravadas, salvo disposición expresa en contrario”.  

A efectos de interpretar la pérdida de la exención, debemos decir que el espíritu del legislador plasmado en la norma consistía en el ejercicio de la doble actividad por parte del contribuyente (ventas, locaciones o prestaciones de servicios exentas desarrolladas conjunta y complementariamente con locaciones de servicios gravadas), quedando las actividades financieras, al momento de redacción de la norma, no alcanzadas por exclusión  del objeto.

Respecto de la aplicabilidad del impuesto al valor agregado en las operaciones exentas o no gravadas, la propia ley no establecía tratamiento tributario especial alguno, dejando un vacío legal al respecto, pudiéndose inferir:

a) Los intereses por operaciones financieras se encuentran gravados por aplicación del artículo 3 de la ley, con tratamiento en forma independiente de la operación principal (Teoría de la escindibilidad de las operaciones).

b) Los intereses por operaciones financieras se encuentran  gravadas sólo si la operación principal se encuentra gravado por el impuesto 

De conformidad con lo comentado precedentemente y debido a los distintos decretos que postergaron la entrada en vigencia (5), los intereses quedaron excluidos fuera del objeto del I.V.A. 

1.2
Período vigente entre el 01 de Mayo de 1.992 al 30 de junio de 1.992.

La ley 24.073 modifica el artículo 6 punto j) apartado 17, eximiendo en su totalidad a la actividad financiera, normalizando la situación que estaba operando hasta ese momento, dado que a través de distintos decretos, se estaba prorrogando la entrada en vigencia la gravabilidad de los intereses en el I.V.A., al incorporándose los mismos a la generalización del I.V.A. en 1.990. La citada ley  también incorporó un artículo a continuación del artículo 6 en el que se definía a las colocaciones y prestaciones financieras exentas que a continuación se detallan: 

Artículo …: A efectos de lo dispuesto en el punto 17 del inciso j) del artículo anterior, se entenderá por colocaciones y prestaciones financieras:

a) Los depósitos de efectivo en moneda nacional o extranjera, en sus diversas formas y las demás operaciones relacionadas con los mismos.

b) Los servicios y operaciones, exceptuados la recepción de depósitos y la gestión, relativos a acciones, a títulos valores y a participaciones en sociedades y cooperativas

c) La concesión de créditos y préstamos en dinero, cualquiera sea la condición del prestatario y la forma en que se instrumente, así como las demás operaciones, incluida la gestión, relativas a créditos o préstamos efectuados por quienes los concedieron.

d) La prestación de fianzas, avales, cauciones, garantías y créditos documentarios incluida la gestión efectuada por quienes concedieron los créditos o préstamos garantizados o las propias garantías.

e) Las operaciones relativas a transferencias, giros, cheques, libranzas, pagarés, letras de cambio, tarjetas de compra o de crédito. Las operaciones indicadas precedentemente no incluyen el servicio de cobro de letras de cambio o demás documentos recibidos en gestión de cobro.

f) Las operaciones de pases de títulos valores, acciones, divisas o moneda extranjera.

g) La negociación y mediación, en las operaciones comprendidas en los apartados precedentes, excepto los servicios a que se refiere el inciso g) del artículo 3º.

h) La gestión de fondos comunes de inversión y las operaciones de ahorro y capitalización.

i) Otras financiaciones no comprendidas en los apartados anteriores.

En este 2do período, si bien los intereses por operaciones financieras se encontraban totalmente exentos del I.V.A.,  no existía reglamentación alguna a respecto del inciso i) del citado artículo. En lo que respecta al entonces artículo 9 (hoy art. 10) de la ley, se mantuvo su vigencia la redacción que fuese incorporada por la ley 23.871, quedando gravados los intereses cuando concomitantemente se cumplan las siguientes pautas:

1. Los intereses son accesorios de la actividad principal 

2. La actividad principal se encuentre gravada por el I.V.A.

1.3
Período vigente a partir del 01 de Julio de 1.992.

Por  decreto de necesidad y urgencia Nº 879/92, ratificado por ley 24.447, se gravan las operaciones financieras en el I.V.A., bajo las siguientes modificaciones a la ley:

a) Se deroga el artículo agregado a continuación del artículo 6, incorporado por la Ley Nº 24.073, el que definía a las locaciones y prestaciones financieras, mencionado en el período anterior.

Esta modificación es de vital importancia dado que al derogarse las exenciones taxativamente enumeradas en el citado artículo, se grava a la totalidad de las operaciones financieras con el I.V.A., a excepción de aquellas enunciadas taxativamente. La citada reforma resultó bastante engorrosa y desprolija su interpretación, dejando grandes dudas acerca de la gravabilidad de los intereses cuando los mismos se efectuaran sobre operaciones exentas o no gravadas, tal como se mencionara en el acápite 1.1, pretendiendo el legislador volver a la situación legal vigente a partir de Diciembre de 1.990 y hasta la sanción de la ley 24.073, la que no pudo ser oportunamente  implementada por cuestiones operativas.

b) Se define el nacimiento del hecho imponible para las colocaciones financieras,  al que nos abocaremos próximamente

c) En materia de exenciones, se sustituye el artículo 6 apartado h) punto 17,  el que comentaremos próximamente.

A efectos de profundizar el tratamiento de los intereses en el I.V.A., se analizarán el nacimiento del hecho imponible, exenciones en el I.V.A., tratamiento de las operaciones gravadas y no gravadas, análisis de la doctrina y  jurisprudencia vigente.

2. Nacimiento del hecho imponible.

Al dictarse el decreto 879/92, con la derogación del artículo agregado a continuación del artículo 6, el que definía a las colocaciones y prestaciones financieras y dada la nueva redacción en materia de exenciones, la citada reforma parece indicar la gravabilidad de la totalidad de las operaciones financieras, con excepción de las enunciadas taxativamente en el artículo 6, hoy artículo 7, inciso h) punto 16, retrotrayéndose la norma en igual sentido a la reforma  dispuesta por la ley 23.871. En lo que respecta al hecho imponible, el citado decreto (6) incorpora en su actual artículo 5 de la ley el perfeccionamiento del hecho imponible, estableciendo:

Art. 5: "Que se trate de colocaciones o prestaciones financieras, en cuyo caso el hecho imponible se perfeccionará en el momento en que se produzca el vencimiento del plazo fijado para el pago de su rendimiento o en el de su percepción total o parcial, el que fuere anterior".

Si bien la reforma contempla el nacimiento del hecho imponible de las colocaciones y prestaciones financieras (Ej. Préstamos de dinero), en materia de intereses, es el decreto 2633/92 (7) en su actual redacción de los artículos 22 y 24, quien precisa las diferentes situaciones no contempladas por el legislador, respecto de las restantes operaciones en las que se devenguen o perciban intereses, legislando por decreto lo omitido por la ley. A tal efecto, los artículos incorporados por el citado decreto, sustituidos por el decreto 692/98 establecen: 

Art. 22: Tratándose de los intereses a que se refiere el punto 2), del quinto párrafo del artículo 10 de la ley - incluidos los comprendidos en su segundo párrafo -, cuando se convengan y facturen discriminados del precio de la venta, obra, locación o prestación, el hecho imponible que los mismos originan se perfeccionará de acuerdo a lo dispuesto en el punto 7, del inciso b) del artículo 5º de la misma norma legal.

Analizando lo expresado en el artículo anterior, nos encontramos que el D.R. adopta para el nacimiento del hecho imponible, los criterios generales de la ley, dado que los mismos, al pactarse los intereses con el inicio de la operación, se devengan al momento de su vencimiento para el pago de su rendimiento o su percepción, lo que fuere anterior.

Art. 24: Cuando como consecuencia del incumplimiento en el pago de la operación gravada, se generen intereses resarcitorios y/o punitorios, el perfeccionamiento del hecho imponible atribuible a los mismos se producirá en el momento de su percepción. A estos efectos los intereses se considerarán percibidos cuando se produzca una real traslación de recursos en favor del perceptor motivada por un pago en efectivo o en especie, o por un débito en la cuenta del prestatario conforme lo establecido en el artículo anterior. En el caso de refinanciaciones, cuando los intereses resarcitorios y/o punitorios se hubieran capitalizado para el cálculo del nuevo monto adeudado, el hecho imponible correspondiente a dichos intereses se perfeccionará en el momento en que se produzca el vencimiento del plazo fijado para los nuevos rendimientos o en el de su percepción, total o parcial, el que fuere anterior. A los efectos del cálculo del impuesto, los intereses capitalizados se considerarán distribuidos proporcionalmente a las nuevas condiciones pactadas.

De conformidad con lo expresado en el artículo anterior, el propio D.R. en su primer párrafo hace una excepción al criterio de lo devengado, criterio que  conceptualmente prevalece en la liquidación del impuesto en casi todas las actividades y situaciones previstas en la ley,  dado que los mismos no fueron pactados al momento de su operación, previéndose originalmente la cancelación de la operación a un vencimiento o fecha fija. El propio artículo establece que debe existir una real traslación de los recursos a favor del acreedor, criterio por el cual fuese incorporado por el decreto 846/93 (8), al establecer que no existe diferencia a favor del fisco cuando los responsables demuestren fehacientemente en la forma y condiciones que determine el mencionado organismo, las circunstancias que hagan imposible la traslación extemporánea del impuesto que la origina a sus respectivos locatarios, prestatarios o adquirientes. 

Una situación a analizar consiste en determinar el nacimiento del hecho imponible cuando el deudor deja de abonar la operación pactada precedentemente, por lo que para ello debemos analizar si existe o no refinanciación.

En el primero de los casos entendemos que el nacimiento del hecho imponible respecto de los intereses vencidos y refinanciados, de conformidad con lo expresado en el artículo 24, se produce  al vencimiento del plazo fijado para los nuevos rendimientos o en el de su percepción, total o parcial, el que fuere anterior. Cuando no existiera la refinanciación de los mismos, debemos separar los intereses pactados en la operación (intereses vencidos) respecto de los intereses generados a partir del incumplimiento del pago de la operación, entendiendo por ello que:

El nacimiento del hecho imponible respecto de los intereses pactados en la operación (intereses vencidos) se produce a la fecha de vencimiento de los mismos.

El nacimiento del hecho imponible respecto de los nuevos intereses generados a partir del incumplimiento de la operación se producen al momento de su percepción. 

Asimismo, los citados artículos deberían haber integrado el texto de la ley, no así su reglamentación, dado que al reglamentar lo no escrito, vulnera los principios emanados en el artículo 31, artículo 77 y siguientes y el artículo 99 inciso 2, de la Carta Magna, entendiendo por ello que debieran declararse su inconstitucionalidad y su inaplicabilidad. Sin embargo, continuaremos abordando el tema al profundizar el análisis del artículo 10 del decreto reglamentario.

3. Exenciones.

La reforma impuesta por el decreto 879/92 ha mantenido vigente, hasta el día de la fecha y en su mayoría, la actual redacción del artículo 7 inciso h) punto 16 de la ley, la que establece: 

Estarán exentas del impuesto establecido por la presente ley, las ventas, las locaciones indicadas en el inciso c) del artículo 3º y las importaciones definitivas que tengan por objeto las cosas muebles incluidas en este articulo y las locaciones y prestaciones comprendidas en el mismo, que se indican a continuación:

   "16. Las colocaciones y prestaciones financieras que se indican a continuación”:

1.    Los depósitos en efectivo en moneda nacional o extranjera, en sus diversas formas, efectuados en instituciones regidas por la Ley Nº 21.526, los préstamos que se realicen entre dichas instituciones y las demás operaciones relacionadas con las prestaciones comprendidas en este punto. La presente exención sólo comprende a aquellos que constituyan una colocación o prestación financiera, por la cual el depositante recibe la correspondiente retribución, haciéndose extensivo dicho tratamiento a las demás operaciones relacionadas con los mismos, pero no a las que se originan en depósitos que no revisten tal carácter, como en el caso de los consignados a las denominadas “cuentas corrientes” que no devenguen intereses,  estando referida a las denominadas operaciones del “call money”, las colocaciones y en general todas las operaciones y prestaciones que las mismas realicen con el Banco Central de la República Argentina y las demás operaciones definidas como “préstamos entre entidades financieras” por el mencionado Banco Central. 

En función de lo citado precedentemente cabe aclararse además que tanto los préstamos, los giros efectuados en descubierto, como así también los adelantos de dinero en sus diversas formas que fuesen efectuados por las entidades financieras regidas por la ley 21.526 y sus modificatorias, a las personas físicas y jurídicas, no se encuentran comprendidas en la presente exención, quedando las mismas alcanzadas por el impuesto.

2. Los intereses pasivos correspondientes a regímenes de ahorro y préstamo; de ahorro y capitalización; de planes de seguro de retiro privado administrados por entidades sujetas al control de la SUPERINTENDENCIA DE SEGUROS DE LA NACION; de planes y fondos de jubilaciones y pensiones de las mutuales inscriptas y autorizadas por el INSTITUTO NACIONAL DE ACCION MUTUAL y de compañías Administradoras de Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Asimismo, las comisiones a las que tiene derecho la administradora están exentas del impuesto al valor agregado (9), estableciendo su decreto reglamentario (10), que la presente exención comprende no solamente a las comisiones de las administradoras en sí mismas, sino también a las prestaciones que sean cumplidas directa o indirectamente por la superintendencia de las AFJP en general y en particular, las que sean requeridas o realizadas por las comisiones médicas a que se refiere el artículo 51 de la misma ley.

3. Los intereses abonados a sus socios por las cooperativas y mutuales, legalmente constituidas.

4. Los intereses provenientes de operaciones de préstamos que realicen las empresas a sus empleados o estos últimos a aquéllas efectuadas en condiciones distintas a las que pudieran pactarse entre partes independientes, teniendo en cuenta las prácticas normales del mercado.

5. Los intereses de las obligaciones negociables colocadas por oferta pública que cuenten con la respectiva autorización de la COMISION NACIONAL DE VALORES, regidas por la Ley Nº 23.576, estando exentas del impuesto al valor agregado, las operaciones financieras y prestaciones relativas a la emisión, suscripción, colocación, transferencia, amortización, intereses y cancelaciones de las obligaciones negociables y sus garantías (11). Los intereses de los préstamos garantizados y de los bonos nacionales garantizados están exentos de todo impuesto nacional (12). Asimismo, el dto. 1505/01 determina que a los efectos del impuesto al valor agregado, los préstamos garantizados y de los bonos nacionales garantizados, así  como también todas las operaciones realizadas con los mismos, tendrán el tratamiento fijado para los títulos públicos, por el último párrafo del artículo incorporado a continuación del artículo 36 de la ley 23.576 y sus modificaciones.

6. Los intereses de acciones preferidas, de títulos, bonos y demás títulos valores emitidos o que se emitan en el futuro por la Nación, provincias y municipalidades.

Dado que la redacción del presente inciso fue efectuada en el año 1.992, entendemos que la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se encuentra comprendida dentro de la exención, sentido amplio que fue plasmado en la norma por el legislador a todas las jurisdicciones del país.

7. Los intereses de préstamos para vivienda concedidos por el FONDO NACIONAL DE LA VIVIENDA y los correspondientes a préstamos para compra, construcción o mejoras de viviendas destinada a casa habitación, en este último caso cualquiera sea la condición del sujeto que lo otorgue. La presente exención será procedente aún cuando se trate de intereses correspondientes a la financiación del precio pactado por la compra, construcción o mejora de la vivienda o se originen en préstamos que se destinen a reemplazar, renovar o refinanciar aquellos que hubieran tenido la citada afectación y siempre que se acredite que tienen por finalidad la cancelación de estos últimos. A los fines dispuestos en la mencionada norma legal y en el presente artículo, se entenderá por “mejora” a las obras que reúnan los requisitos previos en el artículo 4º de este reglamento (13). 

8. Los intereses de préstamos u operaciones bancarias y financieras en general cuando el tomador sea el ESTADO NACIONAL, las Provincias, los Municipios o la CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES. La presente exención sólo comprende a los intereses originados en préstamos u operaciones financieras de cualquier tipo, celebradas por el ESTADO NACIONAL, las Provincias, los Municipios o la CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES, con entidades regidas por la Ley Nº 21.526.

9. Los contratos de afiliación a una aseguradora de riesgos del trabajo están exentos de todo impuesto o tributo nacional.  El D.R. (14) establece que la presente exención comprende no solo a la instrumentación del contrato, sino también a los servicios que sean prestados por las aseguradoras en virtud de las contraprestaciones y derechos nacidos en dicho contrato. Asimismo, el dictamen 123/96, establece que los intereses por mora por los que se consulta quedan amparados en la franquicia, habida cuenta que se trata de un servicio que acarrea al beneficiario una contraprestación derivada del contrato de afiliación. Este temperamento, concilia con el objetivo del reglamentador que fue plasmado en los considerandos del Decreto Nº 334/96 donde se señaló "Que resulta procedente determinar el alcance de la exención impositiva que la Ley establece con relación a los contratos de afiliación".
10. Los intereses percibidos por las entidades civiles sin fines de lucro, en cuanto guarden relación específica con la actividad alcanzada por la exención. A tal efecto, el dictamen 23/94 establece que: “En relación con los colegios privados pertenecientes a las respectivas entidades civiles sin fines de lucro, cabe tener en cuenta la exención subjetiva de los servicios que se relacionen en forma directa con sus fines específicos, prevista en el artículo 6°, inciso j), punto 6.  En tal sentido, se aprecia razonable interpretar que los intereses cobrados guardan relación directa con la actividad docente por derivar de la mora en el pago de sus aranceles, y por lo tanto se encontrarían exentos del tributo, en tanto la actividad docente constituya uno de sus fines específicos”
Las exenciones dispuestas en el inciso h), del primer párrafo, del artículo 7º de la ley, también serán de aplicación para las prestaciones comprendidas en el inciso d), del artículo 1º de la misma norma (Efectuadas en el exterior cuya utilización o explotación efectiva se lleve a cabo en el país, cuando los prestatarios sean R.I. en el I.V.A (15). 

En función de lo enunciado precedentemente y a excepción de las operaciones en las que interviene el Estado Nacional, las Provincias, los Municipios, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y entidades sin fines de lucro, éstas últimas cuando la exención tenga relación directa con sus fines específicos, las restantes exenciones previamente mencionadas, alguna de ellas preexistentes desde Diciembre de 1.990, fueron encuadradas a la actividad financiera, o a su operatoria, otorgadas a los sujetos comprendidos en el art. 299 de la ley de Sociedades Comerciales, de carácter amplio, distando las mismas de cualquier actividad ejercida por el resto de los contribuyentes y responsables que efectúan prestaciones de servicios. 

4. Tratamiento tributario de los intereses generados por operaciones gravadas.
Si bien hemos abordado el análisis de los diferentes nacimientos del hecho imponible en materia de intereses, analizaremos su tratamiento cuando los mismos son complementarios respecto de una operación principal, gravada por el I.V.A.. Para ello debemos recurrir a lo expresado por el artículo 10 de la ley del I.V.A. y su reglamentación, artículo 22 del D.R., que establecen:

Art. 10.: El precio neto de la venta, de la locación o de la prestación de servicios, será el que resulte de la factura o documento equivalente extendido por los obligados al ingreso del impuesto, neto de descuentos y similares efectuados de acuerdo con las costumbres de plaza. En caso de efectuarse descuentos posteriores, éstos serán considerados según lo dispuesto en el artículo 12. Cuando no exista factura o documento equivalente, o ellos no expresen el valor corriente en plaza, se presumirá que éste es el valor computable, salvo prueba en contrario.

Tratándose de las locaciones a que se refiere el artículo 5º, en los puntos 1 y 2 del primer párrafo de su inciso g), el precio neto de venta estará dado por el valor total de la locación.

En los supuestos de los casos comprendidos en el artículo 2º, inciso b), y similares, el precio computable será el fijado para operaciones normales efectuadas por el responsable o, en su defecto, el valor corriente de plaza.

Cuando se comercialicen productos primarios mediante operaciones de canje por otros bienes, locaciones o servicios gravados, que se reciben con anterioridad a la entrega de los primeros, el precio neto computable por cada parte interviniente se determinará considerando el valor de plaza de los aludidos productos primarios para el día en que los mismos se entreguen, vigente en el mercado en el que el productor realiza habitualmente sus operaciones.

Son integrantes del precio neto gravado - aunque se facturen o convengan por separado - y aun cuando considerados independientemente no se encuentren sometidos al gravamen:

1) Los servicios prestados conjuntamente con la operación gravada o como consecuencia de la misma, referidos a transporte, limpieza, embalaje, seguro, garantía, colocación, mantenimiento y similares.

2) Los intereses, actualizaciones, comisiones, recuperos de gastos y similares percibidos o devengados con motivo de pagos diferidos o fuera de término.

Quedan excluidos de lo dispuesto precedentemente, los conceptos aludidos que se originen en deudas resultantes de las Leyes NC. 13.064, 21.391, 21.392 y 21.667 y del Decreto Nº 1652 del 18 de setiembre de 1986 y sus respectivas modificaciones, y sus similares emergentes de leyes provinciales u ordenanzas municipales dictadas con iguales alcances.

3) El precio atribuible a los bienes que se incorporen en las prestaciones gravadas del artículo 3º.

4) El precio atribuible a la transferencia, cesión o concesión de uso de derechos de la propiedad intelectual, industrial o comercial que forman parte integrante de las prestaciones o locaciones comprendidas en el apartado 21 del inciso e) del artículo 3º. Cuando según las estipulaciones contractuales, dicho precio deba calcularse en función de montos o unidades de venta, producción, explotación y otros índices similares, el mismo, o la parte pertinente del mismo, deberá considerarse en el o los períodos fiscales en los que se devengue el pago o pagos o en aquél o aquéllos en los que se produzca su percepción, si fuera o fueran anteriores.

En el caso de obras realizadas directamente o a través de terceros sobre inmueble propio, el precio neto computable será la proporción que, del convenido por las partes, corresponda a la obra objeto del gravamen. Dicha proporción no podrá ser inferior al importe que resulte atribuible a la misma, según el correspondiente avalúo fiscal o, en su defecto, el que resulte de aplicar al precio total la proporción de los respectivos costos determinados de conformidad con las disposiciones de la Ley de Impuesto a las Ganancias, texto ordenado en 1986 y sus modificaciones.

En el supuesto contemplado en el párrafo precedente, si la venta se efectuara con pago diferido y se pactaran expresamente intereses, actualizaciones u otros ingresos derivados de ese diferimiento, éstos no integrarán el precio neto gravado. No obstante, si dichos conceptos estuvieran referidos a anticipos del precio cuyo pago debiera efectuarse antes del momento en el cual, de acuerdo con lo previsto en el inciso e) del artículo 5º debe considerarse perfeccionado el hecho imponible, los mismos incrementarán el precio convenido a fin de establecer el precio neto computable.

En el caso de transferencia de inmuebles no alcanzadas por el impuesto, que incluyan el valor atribuible a bienes cuya enajenación se encuentra gravada, incluidos aquellos que siendo susceptibles de tener individualidad propia se hayan transformado o constituyan inmuebles por accesión al momento de su transferencia, el precio neto computable será la proporción que, del convenido por las partes, corresponda a los bienes objeto del gravamen.

Dicha proporción no podrá ser inferior al importe que resulte de aplicar al precio total de la operación la proporción de los respectivos costos determinados de conformidad con las disposiciones de la Ley de Impuesto a las Ganancias, texto ordenado en 1986 y sus modificaciones.

En el caso de operaciones de seguro o reaseguro, la base imponible estará dada por el precio total de emisión de la póliza o, en su caso, de suscripción del respectivo contrato, neto de los recargos financieros.

Cuando se trate de cesiones o ajustes de prima efectuados con posterioridad a la suscripción de los contratos de reaseguros proporcional y no proporcional, respectivamente, la base imponible la constituirá el monto de dichas cesiones o ajustes.

En ningún caso el impuesto de esta ley integrará el precio neto al que se refiere el presente artículo.
Precisando el alcance respecto del séptimo párrafo del artículo anterior, artículo 22 del decreto reglamentario (16) establece:

Art. 22: Idéntico tratamiento será de aplicación para los hechos imponibles originados en los intereses a que se refiere el séptimo párrafo del citado artículo 10 de la ley, correspondientes al pago diferido por la venta de obras realizadas directamente o a través de terceros sobre inmueble propio y en los recargos financieros de las pólizas de seguro o reaseguro a que alude el noveno párrafo de la misma norma legal, que no integran el precio neto gravado de las referidas operaciones.

En el ámbito académico tributario, el artículo 10 de la ley de I.V.A. se lo conoce conceptualmente bajo la teoría de “lo accesorio sigue a lo principal”, dado que en materia de intereses en lo que nos concierne, los intereses, comisiones, etc. generados por operaciones gravadas se encuentran gravados por el impuesto. Asimismo, ratificando lo mencionado en el la ley, la AFIP en su dictamen 59/02 establece:

En otras palabras, cuando se presten servicios accesorios a una operación gravada y dichos servicios fueran alcanzados por una tasa de impuesto distinta a la que está alcanzada la operación principal, ésta última arrastrará a los servicios, los que pasarán a estar alcanzados por la misma alícuota de la operación principal, tal como si se tratara de un hecho único. Ello sucede por ejemplo, cuando se vende en una feria animales vivos de la especie bovina, alcanzados con una alícuota equivalente al 50 % de la general (conforme el artículo 28 de la ley), quedando los servicios prestados como consecuencia de tal operación (como las comisiones y gastos administrativos) gravados también a la tasa reducida y no a la general. En virtud de las consideraciones expuestas cabe concluirse que los conceptos, tales como comisiones, fletes, financiación, certificado, guías, etc., facturados en ocasión de la comercialización de ganado bovino en pie resultan alcanzados por la alícuota reducida del cincuenta por ciento (50 % ) de la tasa general del gravamen.

La presente redacción del artículo 10 hace decaer la exención de las actividades accesorias, quedando las mismas gravadas por el impuesto y sujetas al tratamiento tributario de la operación principal, en un único universo, integrando los intereses el precio neto gravado de las operaciones. Cabe recordarse además que la incorporación de la gravabilidad de los intereses en materia accesoria a lo principal deviene de la sanción de la propia ley 20.631, siendo vigente a partir del 1 de Enero de 1.975, por lo que la reforma introducida por el decreto 879/92 no ha alterado ni modificado el espíritu de la misma, sino que ha incorporado la gravabilidad de las operaciones financieras. 

Asimismo, resultan excluidos de la integración de los conceptos netos gravados en materia de intereses, las deudas resultantes de:

a) Ley de obra pública (17). 

b) Las deudas por contrataciones del Estado, Administración Central, cuentas especiales, organismos descentralizados y empresas del Estado (18). 

c) Las deudas por ejecución de contratos de locación de obra material o intelectual, contraídas por el Estado, Administración Central, cuentas especiales, organismos descentralizados y empresas del Estado (19).

d) Las deudas por provisiones y suministros que se celebren en el mercado interno por el Estado, la Administración Central, cuentas especiales, organismos descentralizados y empresas del Estado (20). 

e) Las deudas provenientes de los regímenes de actualización de deudas y créditos entre empresas y sociedades del Estado y Organismos estatales nacionales (21). 

Si bien es el propio Estado quien recauda el impuesto, los intereses generados por los conceptos excluidos no mantienen el mismo tratamiento tributario respecto de los intereses de préstamos, abonados por el propio Estado, exención ya comentada, por lo que entendemos, debiera existir un tratamiento uniforme por ambos conceptos. En referencia a los intereses a que alude el séptimo párrafo del artículo 10 de la ley, por la venta financiada de inmuebles en las que se hubiesen efectuado obras sobre inmueble propio, la reforma introducida por el decreto 879/92 no alteró la redacción proveniente de la ley 23.765, vigente desde el 01 de Diciembre de 1.990, al disponer la no gravabilidad de los intereses de financiación,  criterio proveniente de la sanción de la propia ley 20.631, dejando expresamente aclarado que:

1. La venta de inmuebles a la que se incorporasen obras sobre inmueble propio nunca se encontró alcanzada por el impuesto a excepción de las efectuadas por empresa constructora

2. Los intereses por financiación se encontraban fuera del alcance del impuesto con anterioridad a la reforma del año 1.990.

De conformidad con lo expresado, entendemos que existe omisión por parte del legislador al sancionarse el decreto 879/92, debiendo dictarse una ley que efectúe un adecuado tratamiento al vacío existente en la presente ley. En lo que respecta a los anticipos que congelan precio, siempre se encontraron alcanzados por el impuesto, considerando acertada la presente redacción, al conservar la normativa legal igual sentido respecto de anticipos que congelan precios por demás operaciones. 

Referente a la alícuota a la que se encuentra gravada los intereses, al establecer el artículo 10 la uniformidad del tratamiento de las operaciones (accesoria y principal), es aplicable a los intereses, la alícuota a la que se encuentre gravada la operación principal, las que se encuentran regladas en el artículo 28 de la ley, de conformidad con lo dispuesto por el dictamen 59/02.

5. Tratamiento tributario de los intereses generados por operaciones exentas y no gravadas.

El decreto de necesidad y urgencia Nº 879/92 otorga un tratamiento tributario respecto de las operaciones financieras en el I.V.A., quedando sin instrumentar el nacimiento del hecho imponible respecto de las distintas clases de operaciones de financiación provenientes de ventas, locaciones y prestaciones, como así también el tratamiento tributario de aquellos intereses generados por operaciones exentas y no gravadas. Es entonces cuando aparece el decreto 2.633/92 y en su actual artículo 10 establece: 

Art. 10.- Los intereses originados en la financiación o el pago diferido o fuera de término, del precio correspondiente a las ventas, obras, locaciones o prestaciones, resultan alcanzados por el impuesto aún cuando las operaciones que dieron lugar a su determinación se encuentren exentas o no gravadas.

Este artículo fue numerosamente criticado por la doctrina, al que nos abocaremos más adelante, al crear el llamado “hecho imponible autónomo”, esgrimido en todos los dictámenes emanados por el fisco, dado que:

1. El artículo 10 del D.R. grava con el I.V.A. a las operaciones exentas y no gravadas, del que no resulta tratamiento tributario alguno en la ley,

2. El artículo 10 del D.R avanza por sobre lo establecido en el artículo 10 de la ley, al otorgar un tratamiento fiscal independiente a las prestaciones financieras respecto de las restantes operaciones.

Con la aparición del decreto reglamentario, el fisco dio interpretación al tratamiento de los intereses vertidos por el D.R., definiéndolo en sus diversos dictámenes como un hecho imponible autónomo (22).

Dictamen 86/98: “El decreto reglamentario otorga un tratamiento fiscal independiente a las prestaciones financieras respecto de otras operaciones, pues la autonomía indicada implica la gravabilidad de los intereses que se generen, más allá del encuadre que merezca la operación principal; ello, habida cuenta de que para las citadas prestaciones no se aplica el principio consagrado por el artículo 10 de la Ley del I.V.A., por el cual integran el precio neto -gravado o exento-, servicios accesorios a la operación principal”.

 Los intereses originados en el pago diferido de determinada prestación principal, tiene el tratamiento autónomo a que se hizo referencia, por lo que, salvo exención expresa, corresponde la gravabilidad de los mismos con independencia del encuadre que merezca la operación principal.”

Dictamen 34/02: "La prestación de servicios de telecomunicaciones se encuentra gravada en el Impuesto al Valor Agregado a la tasa del 27% de acuerdo a lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 28 de la ley del gravamen, cuando el servicio se preste fuera de domicilios destinados exclusivamente a vivienda o casa de recreo, veraneo o terrenos baldíos y el usuario sea un sujeto categorizado en el impuesto como responsable inscripto, no inscripto o sujetos que optaron por el Régimen Simplificado para Pequeños Contribuyentes." Sin embargo, señala que "...en dichos casos la norma no establece una alícuota específica a aplicar a los intereses originados por la mora en el pago de los servicios de telecomunicaciones prestados.”

En tal sentido, expresa que "Desde el inicio de sus operaciones, la empresa ha venido aplicando a los intereses por mora derivados del pago fuera de término de los servicios de telecomunicaciones prestados la alícuota a la que estos últimos estuvieran alcanzados", fundamentando su postura en lo dispuesto por el punto 2 del quinto párrafo del artículo 10 de la ley del tributo. No obstante, el tratamiento otorgado por la citada ley a las prestaciones financieras a partir de la sanción de la Ley Nº 23.871, las modificaciones introducidas en su reglamento y las opiniones vertidas en los Dictámenes Nos. 86/98, 49/99 y 33/00 (D.A.T.) con relación al tratamiento autónomo que cabría otorgar a dichas prestaciones, hacen suponer a la firma que los intereses por mora estarían alcanzados a la alícuota general del 21%.
En ese orden de ideas, resalta que "...en la reunión del 4/7/01 del Grupo de Enlace AFIP-DGI-CPCECABA, se planteó una cuestión muy similar a la aquí consultada, relacionada con la aplicación de la alícuota reducida a la financiación derivada de la importación o venta de bienes de capital alcanzados a la tasa del 10,5% establecida por el Decreto Nº 493/2001", destacando que "La respuesta dada por la Dirección de ..., ratificando el criterio expuesto en los dictámenes citados anteriormente, fue: Si el interés es explícito, se grava al 21% por ser independiente del hecho imponible de la venta de cosa mueble”. Finalmente, informa que la empresa se encuentra bajo fiscalización, en virtud de la Orden de Intervención Nº... de la División Fiscalización de la Dirección de .... Al respecto, cabe señalar en primer término que a partir del 1° de Julio de 1992 -fecha de entrada en vigencia del Decreto Nº 879/92-, las prestaciones financieras se encuentran alcanzadas por el gravamen, en virtud de lo establecido por el  artículo 3°, inciso e), punto 21 de la Ley del Impuesto al Valor Agregado. Sobre el particular, el actual artículo 10 de la reglamentación del gravamen, incorporado por el Decreto Nº 2.633/92, expresa: "Los intereses originados en la financiación o el pago diferido o fuera de término, del precio correspondiente a las ventas, obras, locaciones o prestaciones, resultan alcanzados por el impuesto aún cuando las operaciones que dieron lugar a su determinación se encuentren exentas o no gravadas."

En función de la normativa reseñada, en el Dictamen Nº 86/98 se señaló que "...el decreto reglamentario otorga un tratamiento fiscal independiente a las prestaciones financieras respecto de otras operaciones, pues la autonomía indicada implica la gravabilidad de los intereses que se generen, más allá del encuadre que merezca la operación principal; ello, habida cuenta de que para las citadas prestaciones no se aplica el principio consagrado por el artículo 10 de la Ley del I.V.A., por el cual integran el precio neto, gravado o exento, los servicios accesorios a la operación principal.

Si bien el decreto reglamentario cubre el vacío legal que ocasionara el decreto Nº 879/92, al declararse su inconstitucionalidad, resulta difícil inferir sobre lo no invocado por el legislador, por lo que intentaremos efectuar brevemente un análisis de los diferentes tratamientos tributarios (dadas por la ley y por la jurisprudencia), de los intereses generados por operaciones exentas y no gravadas a efectos de elaborar una opinión respecto de su gravabilidad. A tal efecto, nos encontramos con 2 (dos) alternativas posibles:

1. Teoría de la escindibilidad de las  operaciones

2. Aplicación del criterio “lo accesorio sigue a lo principal”.

La teoría de la escindibilidad de las operaciones se aplica al desarrollar el contribuyente 2 actividades, la principal de ellas exenta del I.V.A., la actividad accesoria gravada por el I.V.A., dándose tratamiento tributario independiente a cada una de las operaciones, quedando sólo gravada con el impuesto la actividad accesoria a la principal, manteniéndose vigente la  exención. Si bien en el artículo 7 último párrafo de la ley establece claramente que las actividades exentas pierden la exención cuando éstas se complementen con locaciones de servicios gravadas (23), la jurisprudencia ha desarrollado esta nueva teoría no comprendida en la ley. En materia de intereses cabe precisarse además:

1. La teoría de la escindibilidad de las operaciones es la aplicada por el fisco a partir de la sanción del decreto 2.633/92.

2. Si bien en materia de intereses no es aplicable la teoría de la subsunción, es aplicable en otras exenciones, en función de la exención.

La aplicación del criterio “lo accesorio sigue a lo principal”, concepto ya abordado, sólo es aplicable cuando la operación principal se encuentre gravada por el impuesto. De conformidad con lo dispuesto por la reforma de la ley 23.871, en el mismo sentido con lo establecido por el decreto 879/92, no así su reglamentación, podría caber la interpretación respecto de la generalización de la  gravabilidad de las operaciones accesorias a la principal, sólo si la  actividad principal se encuentra gravada por el I.V.A.. Si bien las locaciones y prestaciones financieras se encuentran comprendidos dentro del concepto del artículo 3 inciso e) punto 21, al establecer: “ Las restantes locaciones y prestaciones, siempre que se realicen sin relación de dependencia y a título oneroso, con prescindencia del encuadre jurídico que les resulte aplicable o que corresponda al contrato que las origina.”, el presente artículo refiere a la gravabilidad de los servicios conexos o relacionados con ellos, cuando la operación principal se encuentre alcanzada por el impuesto, en concordancia con lo establecido por el actual artículo 10 de la ley. 

En función de lo citado precedentemente, concluimos que las operaciones accesorias a la actividad principal que se encuentren gravadas por el I.V.A., generadas a raíz de las diferentes operaciones exentas y no gravadas, no se encuentran encuadradas dentro de lo normado por el artículo 3 de la ley. Entendemos también que tampoco es aplicable la teoría de la escindibilidad de las operaciones al respecto, por el solo hecho de estar los intereses alcanzados por el impuesto, dado que existen diferentes tratamientos tributarios en materia de exenciones, por lo que debe especificarse su tratamiento. Asimismo, la gravabilidad de los intereses generados por operaciones exentas y no gravadas debe estar taxativamente mencionada en la propia ley, de la que surge el espíritu y la intención del legislador respecto de la existencia o no del hecho imponible, no pudiendo inferirse su gravabilidad por omisión.

6. El fallo Chryse S.A. (24).

Tal como lo mencionáramos precedentemente, a través de una reciente jurisprudencia, al haberse declarado inconstitucional el artículo 10 del decreto reglamentario, procederemos a comentar brevemente los conceptos más salientes del presente fallo, dado que en virtud de la extensión del trabajo nos impide explayarnos con comodidad. 

En el presente caso, el contribuyente vende acciones de la Firma “Bagley S.A.”, exenta del I.V.A al momento de efectuarse la operación, abonándose la misma el 80% al contado y el resto financiado en 2 cuotas iguales con un interés de financiación a tasa Libor. A través de una fiscalización, el fisco  detecta dichos intereses, procediendo a gravarlos con el I.V.A. en virtud de lo dispuesto por el artículo 10 del D.R., ajuste tal que es aceptado por el contribuyente, ingresando el impuesto y solicitando la repetición del tributo, invocando el concepto jurídico de pago sin causa. La citada causa recae en la Cámara  Nacional Federal Contencioso Administrativa, SALA III, la que declara la inconstitucionalidad del art. 10 del D.R. al establecer:

1. Conforme al artículo 10, quinto párrafo, de la ley de impuesto al valor agregado las prestaciones accesorias de una operación exenta, no devengan débito fiscal; resultando contradictorias las disposiciones del decreto 2633/92 al principio de accesoriedad establecido por la ley,  al gravar los intereses sin importar su origen.

2. El decreto transgrede el principio de legalidad que consagra el artículo 17 de la Constitución Nacional.

3. Conforme al artículo 9, inciso 2), de la ley de impuesto al valor agregado, el que refiere al modo de calcular la base imponible, los intereses devengados con motivo de pagos diferidos integran el precio neto gravado aunque se facturen o convengan por separado. Por lo cual la ley no alude a una imposición independiente, sino que al referirse al precio neto gravado fija una doble conexión: debe corresponder a la financiación de la operación (gravada) por la que se verifica el hecho imponible y esa financiación deber ser otorgada directamente por el vendedor. Es decir, la ley adopta para la operación de venta, de locación, y la prestación de servicios en general un criterio de unicidad; y para el caso de la financiación del saldo de precio la considera como un accesorio del hecho principal. De ello puede inferirse que en esos términos quedan sujetas a igual solución en cuanto a que la financiación se considera un hecho gravado o no.

4. Por lo dicho, la norma del artículo 1 del decreto 2633/1992 al establecer que los intereses originados en la financiación o pago diferido del precio correspondiente a las ventas “resultan alcanzados por el impuesto aun cuando las operaciones que dieron lugar a su determinación se encuentren exentas o no gravadas”; considera como hecho imponible autónomo a los intereses, sin tener en cuenta la naturaleza y el tratamiento de la prestación a la cual accede. Ello no encuentra sustento en el texto legal, lo que determina su invalidez constitucional por vulnerar el principio de reserva legislativa que en materia tributaria sustantiva establecen los artículos 4 y 17 de la Constitución Nacional (conf. CS, Fallos, 316:1115; 319:3400; 312:447, entre otros) y que requiere que por ley se establezcan los elementos esenciales para crear de manera cierta la obligación tributaria: presupuesto objetivo, los sujetos obligados al pago, el método para determinar la base imponible y el ámbito temporal. Y asimismo se vulnera la prohibición establecida en el artículo 99, inciso 2) de la Constitución Nacional al Poder Ejecutivo pues altera el espíritu de la ley con excepciones reglamentarias, dictando un acto de gravamen sin sustento legal.

5. En razón de lo expuesto, la determinación efectuada por el Fisco carece de sustento normativo y el pago efectuado de causa, resultando procedente la repetición.

Este fallo es de vital importancia y contrario a las numerosas opiniones del fisco dado que es el primer caso de jurisprudencia en los aproximadamente 10 años contados entre la aplicación del decreto 2.633/92 y la presente sentencia, período en el que el Organismo aplicó la gravabilidad de los intereses sobre tales operaciones. Tal como se mencionara en el fallo, el decreto reglamentario viola el principio constitucional de reserva de ley al establecer respectivamente los artículos 17 y 99 inciso 2 de la C.N.:

1. La propiedad es inviolable y ningún habitante de la Nación puede ser privado de ella, sino en virtud de sentencia fundada en ley, quedando facultado solamente el Congreso para imponer las contribuciones que se expresan en el artículo 4 de la citada Carta Magna. 

2. El presidente de la Nación expide las instrucciones y reglamentos que sean necesarios para la ejecución de las leyes de la Nación, cuidando de no alterar su espíritu con excepciones reglamentarias.

En nuestra opinión, si bien coincidimos que el propio D.R. genera un hecho imponible autónomo por operaciones gravadas, exentas y no gravadas, violentando los principios constitucionales ya esbozados, no resulta claramente establecido el concepto de accesoriedad, cuando las operaciones principales se encuentren exentas en el I.V.A., dado que existen, en materia de exenciones, diferentes tratamientos tributarios en el I.V.A. (Subsunción, Escindibilidad de las operaciones, Pérdida de la exención), en función de los diferentes matices en las que se vean involucradas las operatorias efectuados por los contribuyentes.

7. Opinión de la Doctrina.

Con el dictado del decreto 2.633/92, la Doctrina en forma unánime fue conteste en criticar lo dispuesto por el citado decreto, por lo que extractaremos alguna de las opiniones publicadas en diferentes obras especializadas en materia de tributación, que a continuación se detallan: 

1. Diez Humberto (25): El P.E.N  ha excedido las atribuciones conferidas en la C.N. habida cuenta que el inciso 2 del Art. 99 de la Carta Magna lo faculta para expedir las instrucciones y reglamentos que sean necesarios para la ejecución de las leyes sin alterar su espíritu.

2. Jarach, Dino (26): La facultad reglamentaria sirve para aclarar algunos conceptos  cuando las definiciones no son claras; cuando falta el concepto y no ha sido referido normalmente en la misma ley, no se puede encargar al P.E.N. que defina el concepto legal en que está contenido el hecho imponible, porque esto es lo mismo que decir que el P.E.N. expresará sobre qué se aplica el impuesto y viola el “PRINCIPIO DE LEGALIDAD EN SU PROPIA ESENCIA”.
3. Juan Carlos Luqui (27) sostiene que tal como lo definió Adam Smith, la ley debe contener como regla de certeza los siguientes elementos esenciales:

a) El hecho imponible definido de manera cierta

b) Los presupuestos de hecho a los cuales se atribuirán la producción del hecho imponible

c) Los sujetos obligados al pago

d) El método para determinar la base imponible y las alícuotas correspondientes

e) Los casos de exenciones

f) Los supuestos de infracciones y las sanciones correspondientes

g) El órgano administrativo con competencia para exigir el pago

h) El tiempo por el cual se paga el tributo

4. Perez de Ayala, José L. (28): La idea de certeza sobre el derecho es una exigencia primaria del principio de seguridad jurídica. El principio de certeza deja de ser tal cuando por el marasmo de las disposiciones o la imprecisión de los términos técnicos utilizados en la redacción se dificulta extraordinariamente saber en cada momento cual es la norma aplicable.

Habiéndose efectuado un exhaustivo análisis de la materia imponible, coincidiendo con la opinión  expresada por los diversos autores mencionados precedentemente,  nos remitimos a lo comentado en los temas Nº 5 y 6 del presente trabajo.

8. Consideraciones finales.

Durante el presente trabajo nos hemos abocado al tratamiento  tributario de los intereses en el I.V.A., mediante el análisis de lo dispuesto por las leyes, decretos, dictámenes de asesorías técnicas y legales, como así también hemos estudiado diferentes fallos que rigen la materia, obteniendo como principal conclusión la necesaria existencia y dependencia de un orden jurídico, legal y constitucional que regule el derecho tributario. La ley del impuesto al Valor Agregado al estar desconcordada en sus numerosos artículos, con situaciones en la vida real no contempladas en la ley ni en su decreto reglamentario, colisionan con el orden jurídico precedentemente mencionado violando en algunos casos derechos constitucionales establecidos por nuestra Carta Magna, generando inseguridad jurídica tributaria hacia los diversos contribuyentes y responsables del tributo. Las manifestaciones vertidas por nuestros Señores Jueces de la Cámara Nacional  Federal Contencioso Administrativa, SALA III, en el fallo Chryse S.A. así como las diferentes opiniones efectuadas por la doctrina, es un ejemplo de ello. En tal sentido, es que propiciamos una total reforma a la ley del I.V.A., que contemple las distintas situaciones no previstas por el legislador en la referida ley, como así también la inclusión de los distintos conceptos que se fueron incorporando a través de nuestra jurisprudencia. Sin embargo y a efectos de preservar un armónico estado de derecho tributario, es necesario el aporte de todos (Profesionales, Jueces, Abogados, Asesores, Fisco y contribuyentes), para lograr en beneficio de todos, una mejor relación entre todos los sectores involucrados, por sobre las permanentes necesidades y urgencias de las que viene prevaleciendo el Estado Nacional durante estos últimos años.

Buenos Aires, 05 de julio de 2004. 
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Tratamiento tributario de los intereses en el I.V.A.. Síntesis

La reforma introducida por el decreto Nº 879/92 y su reglamentación, decreto Nº 2.633/92 ha provocado, en lo que respecta al tratamiento tributario de los intereses en el I.V.A, una verdadera preocupación para la doctrina y para los contribuyentes en general debido a la falta de precisión en lo que respecta a la determinación de la  existencia del hecho imponible, alícuotas aplicables en la operación, por operaciones gravadas, exentas y no gravadas. En tal sentido, la reglamentación pretende cubrir  un vacío legal, gravando hechos y situaciones por omisión no contemplados por la legislación, desvirtuándose además el alcance de lo establecido en el artículo 10 de la ley. El fallo Chryse S.A. viene a poner coto a las determinaciones fiscales, las que venían efectuándose durante los últimos 10 (diez) años, al declararse en el mes de Octubre de 2002, la inconstitucionalidad del artículo 10 del decreto reglamentario. Al respecto, la Cámara comparte los diferentes argumentos vertidos por la doctrina, los que fueran publicados en numerosos artículos y revistas especializadas, al pronunciar en la sentencia que “el citado decreto transgrede el principio de legalidad que consagra el artículo 17 de la Constitución Nacional determinando su invalidez constitucional por vulnerar el principio de reserva legislativa que se establece en la C.N.”. Es por ello que propiciamos una reforma a la ley del I.V.A. en las que se contemplen las diversas situaciones no previstas por el legislador en la presente ley, como así también la inclusión de los distintos conceptos que se fueron incorporando a través de nuestra jurisprudencia, para lograr, en beneficio de todos, una mejor relación entre todos los sectores involucrados, por sobre las permanentes necesidades y urgencias de las que viene prevaleciendo el Estado Nacional durante estos últimos años.

